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Cons. EXPEDIENTE CLASE DEMANDANTE DEMANDADO TIPO DE TRASLADO FECHA INICIAL FECHA FINAL

1 015 - 2012 - 00501 - 00 Ejecutivo Singular CECILIA GUTIERREZ DE CAICEDO
HEREDEROS INDETERMINADOS DE 

JUAN MANUEL SEGOVIA BARBERI

Traslado Recurso Apelación de Autos 

Art. 326 C.G.P.
09/08/2021 11/08/2021

2 028 - 2010 - 00434 - 00 Ejecutivo Singular PROTOCARIBE GLOBA

ASOCIACION NACIONAL DE 

EMPRESAS TRANSPORTADORAS DE 

CARGA ASECARGA

Traslado Recurso Apelación de Autos 

Art. 326 C.G.P.
09/08/2021 11/08/2021

3 043 - 2007 - 00201 - 00 Ejecutivo Mixto BANISTMO COLOMBIA S.A.

PROMOTORA DE INFRAESTRUCTURA 

LOGISTICA INGENIERIA Y 

CONCESIONES S.A.

Traslado Recurso Reposición Art. 319 

C.G.P.
09/08/2021 11/08/2021

JUZGADO 003 DE EJECUCION CIVIL DEL CIRCUITO

DE CONFORMIDAD CON LO PREVISTO EN EL ART. 110 DEL CODIGO GENERAL DEL PROCESO, SE FIJA EL PRESENTE TRASLADO EN LUGAR PÚBLICO DE LA SECREATARÍA, HOY 2021-08-06 A LA HORA DE LAS 

08:00 A.M.

JENNIFER ALEJANDRA ZULUAGA ROMERO

SECRETARIO(A)

PARA VISUALIZAR LOS TRASLADOS DAR CLIC EN EL LINK ADJUNTO, EN CASO DE INCONVENIENTES  REMITIR SU SOLICITUD AL CORREO JREYESMO@CENDOJ.RAMAJUDICIAL.GOV.CO
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Señora. 

Juez 3º Civil del Circuito de Ejecución de Sentencias de 

Bogotá  

E.   S. D. 

 

 

 

Referencia:  Ejecutivo  mixto de Banitsmo Colombia S.A. 

contra Fabio Arístides Ruiz García y otros 

 

Expediente 2007-00201 

JUZGADO DE ORIGEN: 43 CIVIL DEL CIRCUITO DE 

BOGOTÁ. 

 

 

 

JUAN CARLOS CANOSA TORRADO, mayor de edad, residente 

y domiciliado en esta ciudad, abogado titulado y en ejercicio, 

identificado con la C.C. 19.440.551 de Bogotá, portador de la 

T.P. 40.426 del C.S. de la J., en mi  condición de apoderado 

judicial de Intercredit S.A.S., cesionario del Banitsmo dentro 

del proceso de la referencia, interpongo con fundamento en el 

artículo 353 del Código General del Proceso recurso de 

reposición y subsidiario de queja en contra del auto de fecha 

29 de julio de 2021,  notificado por estado el día siguiente, en 

virtud del cual se denegó por improcedente la concesión del 

recurso de apelación presentado frente al auto adiado el 10 

de junio de 2021. 

 

Con el recurso interpuesto pretendo que se revoque el auto 

recurrido y, en su lugar, se conceda la apelación interpuesta y 

se ordene remitir las copias al Tribunal Superior de Bogotá. 

 

Premisa inicial. -  Sabido es que el auto que 

por cualquier causa pone fin al proceso es objeto 

de recurso de apelación y no existe duda de que la 

alzada debió concederse, pues, la providencia 

atacada puso fin al proceso, ya que por una parte y 

en aplicación al art 70 de la ley 1116 de 2006, dejo 



fuera del mismo a varios de los demandados y por 

esto termino para ellos y de otro lado lo termino en 

su totalidad enviándolo a la Superintendencia. Así 

las cosas y sin que sea discutible estamos frente a 

una terminación del proceso bifronte y de contera, 

una doble razón o motivo para conceder el recurso 

negado. 

 

 

Fundamentos y razones de nuestra inconformidad. 

 

 

1.   El juzgado deniega la apelación por cuanto afirma que 

“…la decisión fustigada, no es susceptible de apelación”. 

 

2. Pero contrariamente a lo expresado por el Juzgado, 

observo que el numeral 7º del artículo 321 del CGP consagra 

la apelabilidad del auto “…que por cualquier causa le 

ponga fin al proceso” (se subraya). 

 

3.   El Juzgado ha desconocido el principio de la taxatividad 

que rige en materia de apelación, según el cual, son apelables 

las providencias que menciona la ley, desconocimiento que 

puede darse o concediendo el recurso respecto de un auto no 

enlistado en el art. 321  del CGP o, por el contrario, 

denegando el que, en forma expresa, si está consagrado 

como apelable. 

 

4.   La providencia que pone fin al proceso “por cualquier 

causa” tiene una superlativa importancia, pues conlleva a la 

terminación del litigio de manera diversa a la sentencia  que 

es el modo normal y frecuente  en que concluye el proceso y, 

desde el año 1971, cuando entró a regir el código de 

procedimiento civil se ha considerado como una providencia 

susceptible de ser apelada. 

 

Es así como el legislador, de manera amplia y tratando de 

evitar controversias como la que nos ocupa, respecto de la 



procedencia del recurso dijo “ por cualquier causa”, entonces, 

basta con que el proceso termine y en el caso de estudio es 

los ejecutados que quedaron liberados de la ejecución por 

efectos del art 70 de la ley 1116 de 2.006 y de otro lado la 

totalidad de la ejecución frente al demandado que a su vez 

entro en Reorganización empresarial, por tanto, no pudo su 

señoría perder de vista esta situación que salta a la vista en la 

actuación procesal. 

 

Por tanto, nos preguntamos, si el proceso no termino para los 

demás ejecutados, que otra cosa paso?  y si no sigue la 

ejecución contra el ejecutado hoy en reorganización 

empresarial y su señoría ordena FINALICESE EL PROCESO, en 

el sistema siglo XXI, no es porque efectivamente termino la 

ejecución?  

 

La respuesta para uno y otro caso es la misma, el proceso 

respecto de cada uno de ellos termino. 

 

5.   En el proveído de fecha 10 de junio de 2021 contra el cual 

se interpuso el recurso de apelación, su despacho ordenó 

remitir, en forma integra, el proceso de la referencia a la 

Superintendencia de Sociedades, por razón de la admisión al 

proceso de reorganización de la sociedad Zonas Logísticas 

S.A.S.  en esa agencia gubernamental;   En el literal c. del 

referido auto, se expresó, además:  “Cumplido lo anterior, por 

secretaria, FINALICESE el proceso, en el sistema siglo xxi, de 

manera que no haga parte del inventario de este Despacho 

Judicial.” 

 

6.   Es indudable, entonces, que la decisión del 10 de junio 

comporta la terminación del proceso ejecutivo que conocía su 

despacho, y esa finalización o cesación de la causa judicial 

adelantada, es precisamente, la que torna apelable la 

providencia. 

 

7. No puede olvidar su señoría, que usted requirió a la parte 

que represento, en aplicación al art. 70 de la ley 1116 de 

2006 y tal como se dice en los considerandos de la provincia 



recurrida, el suscrito apoderado, obedeciendo este 

requerimiento,  prescindió de seguir la ejecución respecto de 

los demás ejecutados, por tanto, no puede perderse de vista 

que para estas partes, el proceso ejecutivo que nos ocupa, 

efectivamente y sin lugar a dudas TERMINO, pues no otra 

cosa ha  ocurrido.  

 

No se puede desconocer esta circunstancia, pues la misma, 

no es objeto de interpretación, ya que los efectos del art. 70 

de la ley tantas veces citada, respecto de estos ejecutados, 

no es distinta de que fueron liberados de la ejecución y por 

ellos, no paso cosa distinta de que el proceso termino en su 

contra.  

 

Así las cosas, no estamos frente a un desistimiento, 

transacción o forma normal de terminación del proceso; 

estamos, claramente frente a los efectos de la ley 1116 de 

2006, que termina el proceso para los demandados que no 

hacen parte del proceso de reorganización empresarial.    

 

8. Al interponer los recursos de reposición y subsidiario de 

apelación, cité en forma expresa el numeral 7º del artículo 

321 del Código General del Proceso como fundamento de la 

apelabilidad del auto de 10 de junio, precepto normativo que 

fue ignorado por el juzgado al pronunciarse sobre la concesión 

de la apelación, limitándose en forma lacónica a expresar, 

contrariando el CGP, que no era susceptible de tal recurso. 

 

9.   La decisión recurrida es violatoria del derecho al debido 

proceso, pues   cercena a mi representada la posibilidad de 

tener una doble instancia, aspecto respecto del cual la Corte 

Constitucional en sentencia   SU-418-2019 expresó: 

 

“8.5. En su condición de derecho, la doble instancia goza 
de rango constitucional, cuyo ámbito de acción 
constituye la regla general de los procesos judiciales. En 
efecto, el artículo 31 Superior la instituye en los 
siguientes términos: “Toda sentencia judicial podrá ser 
apelada o consultada, salvo las excepciones que 



consagre la ley. El Superior no podrá agravar la pena 
impuesta cuando el condenado sea apelante único”. 

  
“8.6. En cuanto a su contenido, la garantía de la doble 
instancia exige que una misma controversia jurídica sea 
sometida a dos instancias o fases procesales distintas e 
independientes, y dirigidas por jueces diferentes, 
independientemente del alcance coincidente de las 
decisiones por vía de las cuales resuelven la 
controversia. Ello, con la finalidad objetiva de garantizar 
la corrección del fallo judicial y dar cuenta “de la 

existencia de una justicia acertada, recta y justa, en 
condiciones de igualdad”. 

  
“8.7. Bajo esta óptica, la garantía de la doble instancia 
supone un elemento cardinal del derecho al debido 
proceso que, a su vez, tiene relevancia en el acceso a la 
administración de justicia y que se materializa, 
principalmente, mediante el recurso de apelación o de 
impugnación, toda vez que permite la controversia de 
una decisión judicial por parte de quien tiene interés en 
ella o le resulta desfavorable, para que sea revisada por 
parte del superior jerárquico. 

  
“8.8. Precisamente, por vía de la apelación se 
garantiza la posibilidad de controvertir las decisiones 
judiciales que resulten adversas. Tales decisiones, 
particularmente en el caso de las sentencias, están 
revestidas de una presunción de corrección, al punto de 
que, si no son recurridas, quedan en firme y constituyen 
la definición concluyente del asunto. Dada la complejidad 
del derecho e incluso la falibilidad de las personas, se 
garantiza la oportunidad de recurrir en apelación”. 

 

10. Adicionalmente a lo ya expuesto, tenemos que decir que 

la parte de la providencia en donde el Juzgado se “abstiene 

de emitir pronunciamiento alguno sobre la aprobación o 

no, de la almoneda” (cursivas y negrillas también para 

resaltar) no tiene por qué asimilarse a una improbación del 

remate, porque en ningún momento el Despacho hizo 

referencia a la falta de alguno de los requisitos sustanciales o 



procesales del remate; muy por el contrario, admite que se 

cumplieron con ambos requisitos, tanto por parte del Juzgado 

como en la carga que le correspondía al adjudicatario 

INTERCREDIT, solo que esa “situación sobreviniente y 

especialísima” que adujo el mismo Juzgado, le impedía 

“proseguir con el trámite de la ejecución”, por el hecho de 

habérsele noticiado por el promotor y representante legal de 

la sociedad ZONAS LOGISTICAS S.A.S., identificada con el 

NIT. 800.032.847-0, que la Superintendencia de Sociedades 

en auto del 29 de abril de 2021, había admitido a dicha 

empresa en proceso de reorganización regulado por la ley 

1116 de 2006, según copia que del mismo allegó al proceso 

ejecutivo. 

 

En el proveído del 10 de junio de 2021, más allá de los 

argumentos consignados en él, o la denominación que se le 

dio por parte del Despacho, que obviamente, afecta los 

intereses procesales del recurrente, se traduce a una 

declaratoria oficiosa de la nulidad del remate y adjudicación 

de los bienes, llevado a cabo el 26 de marzo de 2021, porque 

si bien no lo dijo expresamente, hoy por hoy, el 

pronunciamiento del Juzgado es que reversó todo el trámite 

relacionado con la venta forzosa –remate- de los bienes, es 

decir, decreto la nulidad procesal de sus propios actos, con el 

argumento de haber aparecido una nueva situación a la que 

superlativamente llamó “especialísima”. 

 

¿Y procesalmente como se desconoce la obligatoriedad de una 

providencia?. Existen dos caminos: i) Revocatoria que deja a 

la providencia sin ningún valor y efecto jurídico, acudiendo a 



la figura conocida con el nombre del “antiprocesalismo” y, ii) 

Declarando la nulidad procesal, bien a instancia de parte, ora 

por iniciativa del operador judicial. En el sub judice, el 

Juzgado escogió la segunda opción, y aunque no lo dijo 

literalmente, quizás por falta de alguna de las causales 

prevista en el artículo 133 del Código General del Proceso, se 

abstuvo de hacer un pronunciamiento sobre la aprobación o 

improbación del acto hibrido del remate, con lo cual invalidó 

procesalmente todo el trámite del remate. 

 

Justamente, la Corte Constitucional, sentencia t-659 de 2006, 

con ponencia del Magistrado MARCO GERARDO MONROY 

CABRA, sobre la apelación del auto que decreta la nulidad del 

remate, señaló: 

 

“Así pues, es claro que tanto la nulidad del remate declarada 
de oficio por el juez según lo regulado por el artículo 530 del 
Código de Procedimiento Civil, como la declarada a solicitud 
de parte según lo normado por el artículo 142 ibidem, son 
decisiones contenidas en autos que admiten apelación. 
  
4.2.3 Normas del Código de Procedimiento Civil 
relativas a la legitimidad en la causa para recurrir en 
apelación el auto que declara la nulidad del remate. 
  
4.2.3.1 Ahora bien, esclarecido que contra el auto que decreta 
la invalidez del remate sí procede en todo caso el recurso de 
apelación, es menester que la Sala se detenga a 
examinar quiénes tienen legitimidad en la causa para 
interponer tal recurso. Al respecto, detecta que el segundo 
inciso del artículo 350 del Código de Procedimiento Civil 
regula en forma expresa el asunto del interés para recurrir en 
apelación, indicando al respecto lo siguiente: 
  
  

“Artículo 350. Fines de la apelación e interés 
para interponerla. El recurso de apelación tiene por 



objeto que el superior estudie la cuestión decidida en 
la providencia de primer grado y la revoque o reforme. 
  
“Podrá interponer el recurso la parte a quien le 
haya sido desfavorable la providencia; respecto 
del coadyuvante se tendrá en cuenta lo 
dispuesto en el inciso segundo del artículo 
52.” (Negrillas fuera del original)” 

  
En el presente caso, al comparar lo dicho por el alto Tribunal 

en lo Constitucional con las normas del Código General del 

Proceso, se deben aplicar el artículo 320 numeral 6º del 

artículo 321. 

 

En cuanto a la segunda alternativa, se tiene que el auto de 10 

de junio de 2021, de cualquier modo le puso fin al proceso, 

por lo tanto, el proveído admite apelación en los términos del 

numeral 7º del artículo 321 del Código general del Proceso. 

 

En efecto, tanto en el auto de fecha 10 de junio de 2021 

como en un aparte del proveído que ahora se censura, el 

Despacho insiste que optó por abstenerse de hacer 

pronunciamiento sobre la aprobación del remate, por una 

situación excepcional, que no fue otra que el anuncio de la 

Superintendencia que la demandada fue admitida en trámite 

de insolvencia de la ley 1116 de 2006. Se le dé el calificativo 

de excepcional o no, el proveído puso fin al proceso, y una 

providencia de este talante es apelable porque expresamente 

lo permite el numeral 7 del artículo 321 ya citado. 

 

 

Con fundamento en las anteriores consideraciones solicito que 

se revoque el literal segundo del auto recurrido y, en su lugar, 

que se conceda el recurso de apelación interpuesto. 



 

En subsidio, interpongo recurso de queja para ante el Tribunal 

Superior de Bogotá y solicito que ordene la reproducción de 

las piezas procesales necesarias para surtir tal recurso. 

 

 

 

Atentamente, 

    

                  JUAN CARLOS CANOSA TORRADO. 
                  C.C 19.440.551 DE BOGOTÁ. 
                  T.P. 40.426 DEL C.S.J. 


